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Septiembre 2011  Época V

Los mejores especialistas en 
Derecho del Trabajo se reúnen en Valencia
LAS V JORNADAS VALENCIANAS DE RELACIONES LABORALES SE CELEBRAN 

LOS DÍAS 27 Y 28 DE OCTUBRE
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relaciones laborales

El Salón de Actos de la Ciudad de la Justicia de Valencia aco-
gerá los días 27 y 28 de octubre la quinta edición de las Jorna-
das Valencianas de Relaciones Laborales que organiza el Cole-
gio Oficial de Graduados Sociales de Valencia. Estas jornadas 
se han consolidado ya como un prestigioso foro de reflexión 
sobre el Derecho del Trabajo y la Seguridad Social que cobra 
especial relevancia en la actual situación socio-económica.

Tras el éxito de las cuatro ediciones anteriores, las Jornadas 
Valencianas de Relaciones Laborales volverán a contar con los 
más reputados especialistas que abarcarán todos los puntos 
de vista. El Magistrado de la Sala IV del Tribunal Supremo, Fer-
nando Salinas, será el encargado de abrir el fuego en la confe-
rencia inaugural que lleva por título “Tendencia hacia un nuevo 
modelo del proceso Social”. Posteriormente se analizará uno 
de los asuntos de mayor actualidad en una mesa redonda que 
abordará la situación de los trabajadores frente al concurso de 
acreedores. Contará con la participación del titular del Juzgado 
de lo Mercantil Nº 1 de Valencia, Salvador Vilata y del Jefe de 
la Asesoría Jurídica de UGT, Honorato Sanfélix. 

El catedrático de Derecho del Trabajo de la Universitat de Va-
lència Carlos L. Alfonso Mellado también participará en las V 
Jornadas Valencianas de Relaciones Laborales con una confe-
rencia sobre “La prueba en el proceso laboral”. Pos su parte, 
la Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat 
Valenciana, Isabel Moreno de Viana, abordará “La Responsabi-
lidad del empresario por accidente del trabajo y enferemedad 
profesional en la jurisdicción social”. 

Otra de las mesas redondas de mayor actualidad será prota-
gonizada por el catedrático de Derecho del Trabajo y Seguridad 
Social de la Facultad de Derecho, Ignacio García-Perrote, y la 
licenciada en Ciencias del Trabajo y Gradada Social, Marién 
Velasco. Versará sobre las nuevas reformas laborales de 2011.

También está prevista la participación de la Magistrado de la 
Sala IV del Tribunal Supremo, Rosa Mª Virolés para ilustrar a 
los presentes sobre los criterios jurisprudenciales en el despido 
objetivo. Esta conferencia antecederá a la última mesa redonda 
de la primera jornada en la que el profesor titular del departa-
mento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Juan 
Antonio Altés, el Secretario General de la Confederación Em-
presarial Valenciana, Enrique Soto y el Graduado Social Rafael 
Seguí, disertarán sobre la gestión empresarial y el ordenamiento 
laboral con especial atención sobre asuntos como la movilidad, 
la modificación de condiciones o el descuelgue salarial.

El viernes 28 de octubre, las Jornadas Valencianas de Rela-
ciones Laborales abrirán el telón con una mesa redonda sobre 
“La jubilación en la reforma de la Seguridad Social”. En ella 
participarán Juan López Gandía, Catedrático de Derecho del 
Trabajo y la Seguridad Social de la Universitat Politécnica de 
Valencia y Daniel Matoses, Presidente de CSI-CSSIF.

Más tarde llegará el turno del Presidente del Consejo General 
de Graduados Sociales de España, Javier San Martín que junto 
al Catedrático de Derecho de la Seguridad Social de la Facul-
tad de Derecho de León, Germán Barreiro, darán su punto de 

Las Jornadas Valencianas de Relaciones 
Laborales se consolidan como un foro de reflexión 
imprescindible sobre el Derecho del Trabajo
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vista en una conferencia titulada “Don Quijote y Sancho, ¿una 
relación laboral?

Justo antes de la clausura llegará la conferencia del Catedráti-
co de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y, a su vez, 
consejero permanente del Estado, Miguel Rodríguez-Piñero, 
que desglosará la situación del Derecho del Trabajo y las Re-
laciones Laborales ante los cambios económicos y sociales.

Las Jornadas están dirigidas al colectivo de los Graduados 
Sociales, estudiantes de Relaciones Laborales y otros profe-
sionales del Derecho del Trabajo y la Seguridad Social. Como 
en las ediciones anteriores cuentan con la colaboración de las 
facultades de Ciencias Sociales y Derecho y, además, están 
homologadas por el Rectorado de la Universidad de Valencia 
como Curso de Extensión Universitaria, con valoración de dos 
créditos universitarios para los estudiantes de Relaciones La-
borales, Ciencias del Trabajo y Derecho./RL

JueVes, Día 27
09´30 h. - Tendencia hacia un nuevo modelo del Proceso Social.
Excmo. Sr. D. Fernando Salinas Molina, Magistrado de la Sala IV del 
Tribunal Supremo.
10´15 h. - Mesa Redonda: Los Trabajadores frente al Concurso de 
Acreedores.
Ilmo. Sr. D. Salvador Vilata Menadas, Juzgado de lo Mercantil nº 1 de 
Valencia. 
Sr. D. Honorato Sanfélix Paul, Jefe Asesoría Jurídica de UGT. 
11´30 h. Descanso
12´00 h. - La Prueba en el Proceso Laboral.
Sr. D. Carlos L. Alfonso Mellado, Catedrático de Derecho del Trabajo de 
la Universitat de València.
13´00 h. - La Responsabilidad del Empresario por Accidente del Tra-
bajo y Enfermedad profesional en la Jurisdicción Social. 
Ilma. Sra. Dª. Isabel Moreno de Viana y Cárdenas, Magistrada del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.
16´30 h. - Mesa Redonda: - Las Nuevas Reformas Laborales 2011.
Sr. D. Ignacio García–Perrote Escartín, Catedrático de Derecho del Tra-
bajo y Seguridad Social de la Facultad de Derecho.
Sra. Dª. Marién Velasco Paños, Licenciada en Ciencias del Trabajo y 
Graduado Social.
17´30 h. - El Despido objetivo. Criterios Jurisprudenciales.
Excma. Sra. Dª. Rosa Mª. Virolés Piñol, Magistrada de la Sala IV del 
Tribunal Supremo.
18´30 h. - Mesa Redonda: - Gestión Empresarial y Ordenamiento La-
boral: Movilidad, Modificación de condiciones, Descuelgue Salarial.
Sr. D. Juan Antonio Altés Tárrega, Profesor Titular del Dpto. Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social.
Sr. D. Rafael Seguí Pastor, Graduado Social.
Sr. D. Enrique Soto Ripoll, Secretario General de la Confederación Em-
presarial Valenciana.

VieRnes, Día 28
09´30 h. - Mesa Redonda: - La Jubilación en la Refor-
ma de la Seguridad Social.
Sr D. Juan López Gandía, Catedrático de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social de la Universitat Poli-
técnica de València.
Sr. D. Carlos Bravo Fernández, Secretario Nacional de 
Seguridad Social de CC.OO.
Sr. D. Daniel Matoses Climent, Presidente del CSI 
CSIF.
11´30 h. Descanso
12´00 h. - Don Quijote y Sancho, ¿una relación la-
boral?. 
Excmo. Sr. D. Javier San Martín Rodríguez, Presi-
dente del Consejo General de Graduados Sociales de 
España.
Sr. D. Germán Barreiro González, Catedrático de De-
recho y Seguridad Social de la Facultad de Derecho 
de León.
13´00 h. - El Derecho del Trabajo y las Relaciones 
Laborales ante los cambios económicos y sociales.
Excmo. Sr. D. Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Fe-
rrer, Catedrático de Derecho del Trabajo y Seguridad 
Social. Consejero Permanente de Estado.
14´00 h. CLAUSURA

CUOTA:
* Colegiados 35 €
* Alumnos Facultad (2 créditos)
(24 € (tasas emisión certificado) + 11 €)  35 €
* Otros 100 €

PROGRaMa  FECHAS: 27 y 28 de Octubre 
LUGAR DE CELEBRACIÓN: Salón de Actos de la Ciudad de la Justicia (Avda. del Saler, 14)
HORARIO:  08´45 h. Acreditación // 09´00 h. ACTO OFICIAL DE INAUGURACIÓN

  PONENCIAS y PONENTES: 

ARANZADI – BANCO SABADELL – BANESTO – COPIMED KYOCERA – LEX NOVA - MONITOR INFORMÁTICA – SAGE  
TIRANT LO BLANCH – UNIPRESALUD
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Jornada informativa 
CiuDaDanOs RuManOs 
ResPeCTO a La auTORiZaCiÓn 
30/09 De TRaBaJO
30 de septiembre
De 9 A 10 h
Salón de Actos del Colegio
colegiados: 15€
D. Joan Lluis Aguado Codes, 
Jefe de Oficina de Extranjeros 
de Delegación de Gobierno de 
Valencia.

Jornada eL GRaDuaDO 
sOCiaL COMO eMPResaRiO Y 
PROFesiOnaL. eMPRenDeR Y 
ReeMPRenDeR
Dirigido especialmente a 
colegiados No Ejercientes y a 
Alumnos del último curso de 
Relaciones Laborales.
30 de septiembre de 2011 
De 9´30 13´30 h
Salón de Actos del Colegio
10€ colegiados y alumnos
D. Jose M. Simarro García, 
Graduado Social, Ejerciente.
ARSE´S CONSULTEC S.L / 
CHENCOVAL ASESORES, S.L

septiembre Octubre

noviembre

Diciembre

5º DesaYunO De TRaBaJO – 
TeMas De inTeRés De aC-
TuaLiDaD JuRíDiCa-LaBORaL. 
5º DESAYUNO: Incidentes más 
comunes en la tramitación de 
expedientes ante el Fogasa.
14 de Octubre 
De 9 a 11 h.
Hotel Hospes Porta de la Mar***** 
(C/ Navarro Reverter, 14 – Valencia) 
colegiados: 35€ Este precio incluye 
desayuno.
D. José Poyatos Villena, Letrado 
coordinador de la unidad períferica 
de Fogasa Valencia.

Jornada ReinVenTaRse 
inTeLiGenTeMenTe: CRisis Y 
POLiVaLenCia
11 de noviembre de 2011 
De 9´30 13´30 h
Salón de Actos del Colegio
30€ colegiados
D. Jose M. Simarro García, Gra-
duado Social, Ejerciente.
ARSE´S CONSULTEC, S.L / CHEN-
COVAL ASESORES, S.L

7º DesaYunO De TRaBaJO – 
TeMas De inTeRés De aCTua-
LiDaD JuRíDiCa-LaBORaL. 7º 
DesaYunO:  novedades Tributa-
rias previstas para 2012
23 de Diciembre 
De 9 a 11 h.
Hotel Hospes Porta de la Mar***** 
(C/ Navarro Reverter, 14 – Valencia) 
Colegiados: 35€  Este precio inclu-
ye desayuno.
D. Leopoldo Benavent Comes, 
Delegado de la AEAT de Valencia

6º DesaYunO De TRaBaJO – 
Temas de interés de actualidad 
Jurídica-Laboral. 6º DesaYunO: 
Los Despidos por causas 
empresariales a partir de la 
Ley 35/2010, Jurisprudencia 
reciente.
25 de noviembre 
De 9 a 11 h.
Colegiados: 35€ Este precio incluye 
desayuno.
Hotel Hospes Porta de la Mar***** 
(C/ Navarro Reverter, 14 – Valencia) 
Ilmo. Sr. D. Francisco Javier 
Lluch Corell, Magistrado de la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia de la Comunidad 
Valenciana.

4º. seMinaRiO JuRíDiCO-
sOCiaL CuesTiOnes aCTuaLes 
en eL ÁMBiTO LaBORaL. 4ª 
sesiÓn: Tratamiento del absen-
tismo laboral y motivación de 
los trabajadores. 
17 de Octubre 
De 16´30 a 18´30 h.
Salón de Actos del Colegio 
Colegiados: 20€
D. Tomás Sala Franco, Catedrá-
tico de Derecho del   Trabajo y 
Seguridad Social, de la Universidad 
de Valencia.

5º. seMinaRiO JuRíDiCO-
sOCiaL CuesTiOnes aCTuaLes 
en eL ÁMBiTO LaBORaL. 5ª 
sesiÓn: evaluación de incapa-
cidad y problemas de prueba 
sobre ellas en el proceso social. 
21 de noviembre 
De 16´30 a 18´30 h.
Salón de Actos del Colegio 
colegiados: 20€ 
Ilma. Sra. Dª. Isabel Moreno de 
Viana-Cárdenas, Magistrada de la 
Sala de lo Social del Tribunal Supe-
rior de Justicia de la  Comunidad 
Valenciana.
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Información sobre documentación a aportar para la 
modificación de bases imponibles en el IVA

Como conocedor de la aplicación de la normativa tributaria 
sabreis que la Ley de IVA en su artículo 80, apartados tres y 
cuatro, recoge la posibilidad de modificar la base imponible del 
IVA en el supuesto de que la cuota repercutida no se haya co-
brado, estableciendo una regulación especial cuando el deudor 
se encuentre en situación de concurso. 

El artículo 24 del Real Decreto 1624/1992 por el que se aprueba 
el Reglamento del IVA, viene a detallar las obligaciones formales 
que condicionan la correcta modificación de la Base Imponible. 

Dentro de estas obligaciones formales, el artículo 24 establece 
un requisito genérico para todo tipo de modificación de bases 
imponibles que es la remisión de las facturas rectificadas al 
destinatario de la operación y, a continuación, establece unos 
requisitos específicos para el supuesto de modificación de ba-
ses derivado de un impago por parte del deudor. 

Dado que es frecuente que a la hora de cumplir con estos 
requisitos falte alguna información necesaria, y con el fin de 
reducir al máximo las molestias para las empresas, derivadas 
de continuos requerimientos y los formalismos dirigidos a sub-
sanar dicho defecto, se remite esta nota con el fin de recordar 
la documentación necesaria para justificar el cumplimiento de 
todas las obligaciones recogidas en el artículo 24. Se hace es-
pecial incidencia en el justificante de la remisión de las facturas 
al ser el documento menos aportado, a pesar de ser necesario 
para comprobar el cumplimiento de la obligación contenida en 
el Art. 24.1 del Reglamento. De esta manera podemos diferen-
ciar entre: 

- Modificación de bases en el caso de concurso de acreedores: 

•	Auto	de	declaración	de	concurso.	

•	Escrito	de	comunicación,	dirigido	a	 la	Administración	del	
domicilio fiscal. 

•	Original	y	fotocopia	de	las	facturas	rectificativas	(con jus-
tificante de su remisión al deudor, por ejemplo, entre 
otros, mediante aportación de burofax, recibí del deudor 
o acta notarial de remisión de documentos por correo) y 
fotocopia de las facturas iniciales que son objeto de rectifi-
cación. 

•	Declaración	de	no	vinculación	con	el	deudor	y	de	no	tener	
garantizados, afianzados o asegurados los créditos.

- Modificación de bases en el caso de créditos impagados sin 
que el deudor se encuentre en situación concursal: 

Escrito de comunicación donde conste la declaración de no vin-
culación con el deudor y de no tener garantizados los créditos.

Original y fotocopia de: 

NOTA DE LA DELEGACIÓN ESPECIAL DE LA AEAT

•	Reclamación	judicial	o	requerimiento	notarial	del	cobro.	

•	En	su	caso,	Providencia/Auto	de	Admisión	a	Trámite	de	la	
Reclamación (o compromiso de aportación cuando se dis-
ponga de ella) 

•	Facturas	expedidas	impagadas.	

•	Facturas	 rectificativas	 y justificante de su remisión al 
deudor (por ejemplo, entre otras, mediante aportación de 
burofax, recibí del deudor o acta notarial de remisión de 
documentos por correo).

Por otro lado, es necesario tener presentes los plazos de recti-
ficación y comunicación a la Administración. 

El plazo de comunicación a la Administración siempre será de 
un mes a contar desde la fecha de la factura rectificativa. 

En lo referente a los plazos de rectificación también debemos 
distinguir entre las dos situaciones anteriores: 

- Modificación de bases en el caso de concurso de acreedores: 
el plazo de rectificación será 1 mes a contar desde la publi-
cación del Auto de declaración del concurso en el BOE. 

- Modificación de bases en el caso de créditos impagados sin 
que el deudor se encuentre en situación concursal: el plazo 
de rectificación será los 3 meses siguientes a los 6 me-
ses del devengo del impuesto. En el caso de empresarios 
o profesionales cuyo volumen de operaciones, calculado 
conforme al Art. 121 de la LIVA, hubiese excedido, durante 
el año natural inmediato anterior, de 6.010.121,04 euros, el 
plazo será de 1 año. 

Cuando se trate de operaciones a plazos o con precio apla-
zado, deberá haber transcurrido un año desde el vencimiento 
del plazo o plazos impagados a fin de proceder a la reducción 
proporcional de la base imponible. A estos efectos, se conside-
rarán operaciones a plazos o con precio aplazado aquéllas en 
las que se haya pactado que su contraprestación deba hacerse 
efectiva en pagos sucesivos o en uno sólo, respectivamente, 
siempre que el período transcurrido entre el devengo del Im-
puesto repercutido y el vencimiento del último o único pago sea 
superior a un año. 

Cuando se trate de créditos adeudados por Entes públicos, la 
reclamación judicial o el requerimiento notarial se sustituirá 
por una certificación expedida por el órgano competente del 
Ente público deudor, de acuerdo con el informe del Interventor 
o Tesorero de aquél, en el que conste el reconocimiento de 
la obligación a cargo del mismo y su cuantía. En estos su-
puestos, en aplicación de la consulta de la Dirección General de 
Tributos V2572-10, la factura rectificativa no se podrá expedir 
hasta disponer de la  certificación, con la correspondiente sus-
pensión de los plazos.
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Asesora fiscal comparte despacho zona Ausías March.
Muy luminoso. Precio 150€. Gastos a compartir.
Interesados llamar al 615 12 77 46.

Economista busca socio/a graduado social independien-
te para crear una asesoría fiscal y laboral, compartiendo 
clientes y despacho en un  pueblo próximo a Valencia. 
Para más información, teléfono de contacto: 
629 78 44 22

ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMO
Julio 2011 111,714

Del 1 al 31 de julio de 2011 -0,5%

Del 1 de enero al 31 de julio de 2011 0,7%

De julio/2010 a julio/2011 3,1%

Agosto 2011 111,853

Del 1 al 31 de agosto de 2011 0,1%

Del 1 de enero al 30 de agosto de 2011 0,8%

De agosto/2010 a agosto/2011 3,0%

Condiciones especiales para los 
Graduados Sociales en el IVI

Reforma Reglamento ERES y 
Negociación Colectiva

Los problemas prácticos del 
Descuelgue Salarial

El Consejo Valenciano de Graduados Sociales de Valencia ha 
suscrito un convenio de colaboración que servirá para que los 
colegiados y sus familiares directos de primer grado se bene-
ficien de condiciones especiales en las clínicas del Grupo IVI 
en España. 

De esta manera, los Graduados Sociales obtendrán un des-
cuento del 50% en la primera visita de Reproducción Asistida, 
5% en los tratamientos de Reproducción Asistida y 10% en el 
resto de tratamientos y actos médicos. 

Estas condiciones tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre 
de 2011, aunque el convenio podría renovarse a la vista de 
los resultados. 

El Salón de Actos del Colegio Oficial de Graduados Sociales de 
Valencia fue el lugar escogido para llevar a cabo una jornada-
taller el pasado 15 de julio, en la que se analizaron las últimas 
novedades legislativas.

Los ponentes fueron el catedrático de Derecho del Trabajo y 
la Seguridad Social, Carlos L. Alfonso Mellado y el Licenciado 
en Ciencias del Trabajo y Graduado Social, Carlos Hernández 
Flores.

La jornada, que organizó Cograsova, fue inaugurada por Tere-
sa Hueso Ballester. 

El pasado 8 de julio, el Colegio Oficial de Graduados Sociales 
de Valencia organizó su tercer desayuno de trabajo para abor-
dar asuntos de interés sobre la actualidad jurídica y laboral. 

Los problemas prácticos del Descuelgue Salarial centraron 
la atención en una sesión que contó con la participación del 
Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
Carlos L. Alfonso Mellado. 

La charla, que se celebró en el Hotel Hospes Porta de la Mar, 
fue inaugurada por Carmen García Ros.

Convenio Taller práctico

Desayunos de trabajo
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“Más vale un trabajador temporal que un parado”. Con esta afirmación 
realizada por el Ministro de Trabajo, Valeriano Gómez, tras el Consejo de 
Ministros del pasado 26 de agosto, se resume el principio básico que 
rige la nueva norma (una más) para la promoción del empleo, aprobada 
por el Gobierno mediante el Real Decreto-Ley 10/2011.

Para muestra, un botón: las dos novedades fundamentales que prevé este 
Decreto son la creación de un nuevo contrato (temporal, por supuesto) 
para la formación y el aprendizaje y la suspensión durante dos años de la 
regla que limitaba el encadenamiento de contratos temporales.

Pese a las voces airadas de los sindicatos, el Ministro se defendió ne-
gando que pueda hablarse de “empleo basura” porque en el caso del 
contrato de aprendizaje, la acción protectora de la Seguridad Social 
comprenderá todas las contingencias y prestaciones, incluido el des-
empleo, y en el caso del encadenamiento de contratos temporales “tan 
sólo se trata de una suspensión, no se elimina de la legislación”. En la 
práctica, cabe suponer que aquellos trabajadores que tras cuatro años 
de encadenar un contrato temporal tras otro continúen sin haber adqui-
rido la condición de fijos, discreparán de la opinión del Ministro.

EL NUEVO CONTRATO PARA LA FORMACIÓN Y EL APRENDIZAJE
La tan traída y llevada “crisis del ladrillo” parece ser la culpable de que 
en España haya más de un millón y medio de parados menores de 30 
años, de los cuales, casi el 60% no tienen ni siquiera la formación mí-
nima obligatoria. Para tratar de paliar una situación tan catastrófica, el 
Gobierno ha sustituido el antiguo contrato para la formación por uno 
nuevo, llamado para la formación y el aprendizaje. Su objeto es lograr la 
cualificación profesional de los jóvenes trabajadores alternando la activi-
dad laboral retribuida con actividad formativa.

El primer foco de conflicto se ha centrado en la edad de los trabajadores 
con los que puede concertarse este contrato, y es que podrá celebrarse 
con jóvenes mayores de 16 años y menores de 25 que no alcancen el 
nivel formativo mínimo exigido para poder celebrar un contrato en prác-
ticas. De forma transitoria (hasta el 31 de diciembre de 2013), el límite 
máximo de edad se eleva hasta los 30 años. Si a esto se suma que el 
contrato puede tener una duración mínima de un año y máxima de dos, 
prorrogables por otros doce meses más, nos podemos encontrar con 
un “joven” de 33 años que siga siendo aprendiz; algo, cuanto menos, 
desmoralizador para el trabajador.

Por otro lado, las condiciones salariales de este tipo de contrato también 
han sido muy criticadas por cuanto la retribución del trabajador durante 
toda la vigencia del contrato se fija en proporción al tiempo de trabajo 
efectivo (75% de la jornada), sin que pueda ser inferior a la parte pro-
porcional del SMI. Antes esto sólo ocurría durante el primer año, ya que 
durante el segundo, el salario era el que el convenio colectivo fijaba para 
la categoría en la que desarrollara su trabajo.

En tercer lugar, el Decreto-Ley establece que el trabajador deberá recibir 
la formación inherente al contrato directamente en un centro formativo 
previamente reconocido para ello por el Sistema Nacional de Empleo, 
pero se deja para un posterior desarrollo reglamentario el sistema de 
impartición y las características de la formación. Es decir, a pesar de 
que desde hoy mismo pueden celebrarse estos contratos, nadie sabe 
(porque la norma no lo establece) qué programas o cursos específicos 
deben impartir los centros, o cómo se va a convalidar la formación reci-

bida para obtener el título de Educación Secundaria Obligatoria (ESO) o 
los certificados de profesionalidad.

Por lo que se refiere a la acción protectora de la Seguridad Social del 
trabajador, ésta comprenderá todas las contingencias, situaciones pro-
tegibles y prestaciones, incluido el desempleo. Asimismo, se tendrá de-
recho a la cobertura del Fondo de Garantía Salarial. Todo ello sin ningún 
coste para el empresario ni para el trabajador, y es que resulta que hasta 
el 31 de diciembre de 2013, las empresas que celebren estos contratos 
con trabajadores mayores de 20 años e inscritos en la oficina de empleo 
con anterioridad al 16 de agosto de 2011, tendrán derecho, durante 
toda la vigencia del contrato, incluida la prórroga, a una reducción de las 
cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, desempleo, Fondo 
de Garantía Salarial y formación profesional del 100% si su plantilla es 
inferior a 250 personas, o del 75% si la plantilla de la empresa es supe-
rior a esa cifra. Por su parte, estos trabajadores tendrán derecho a una 
reducción del 100% de las cuotas a la Seguridad Social durante toda la 
vigencia del contrato, incluida la prórroga.

Pero no quedan ahí las ventajas para las empresas, sino que aquéllas 
que a la finalización de los contratos para la formación y el aprendizaje 
los transformen en indefinidos, tendrán derecho a una reducción en la 
cuota empresarial a la Seguridad Social de 1.500 euros/año (1.800 si se 
trata de mujeres) durante tres años.

Por último, y entre los aspectos más criticados por los sindicatos, encon-
tramos la desaparición de cualquier referencia a la capacidad reguladora 
de los convenios. Con la anterior redacción del artículo 11.2 del Estatuto 
de los Trabajadores se permitía a los convenios establecer el número 
máximo de contratos para la formación que podían realizarse en función 
del tamaño de la plantilla. Sin embargo, ahora esta decisión se deja al 
criterio único del empresario, por lo que se anula la función “controlado-
ra” de la negociación colectiva en este aspecto. ¿Será éste un ejemplo 
de la nueva “flexibilidad”?

VÍA LIBRE A LA TEMPORALIDAD
La Ley 35/2010, de la reforma laboral, tenía como base, como principio 
fundamental, y así lo establecía su exposición de motivos, “reducir la 
dualidad de nuestro mercado laboral, impulsando la creación de empleo 
estable y de calidad”. En esta línea, aquella Ley dio nueva redacción al 
artículo 15.5 del Estatuto de los Trabajadores y estableció que adquiri-
rían la condición de fijos aquellos trabajadores que en un plazo de treinta 
meses hubieran estado contratados durante más de dos años, con o sin 
solución de continuidad, para el mismo o diferente puesto de trabajo con 
la misma empresa o grupo de empresas mediante dos o más contratos 
temporales. Esta modificación se “vendió” como una lucha frente a la 
temporalidad excesiva que podían sufrir los trabajadores.

Un año después, las palabras del Ministro demuestran que el dicho po-
pular “donde dije digo, digo Diego” no puede ser más cierto. Valeriano 
Gómez no ha dudado al afirmar que la anterior normativa no sólo no 
fomentaba la contratación indefinida, sino que eliminaba contratos tem-
porales. Por ello, ni corto ni perezoso, el Gobierno ha decidido suspender 
durante dos años la aplicación de dicho artículo 15.5 del Estatuto de los 
Trabajadores.

Se ha abierto la veda para la contratación temporal./RL

El fomento de la temporalidad como 
consecuencia de la “nueva reforma laboral”

Información elaborada por

Artículo elaborado por Almudena Domínguez Martín publicado en la web de Lex Nova www.reformalaboral2010.es
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alfonso Hernandez Quereda
Graduado Social

Vicepresidente 1º del Colegio de 
Graudados Sociales de Murcia

La participación y control de los colegios profesionales en este tipo 
de sociedades es fundamental en dos aspectos concretos, uno el 
control del intrusismo profesional y otro el buen ejercicio profesional 
de los distintos miembros de las sociedades y en tal sentido es 
importante la capacidad que la Ley de sociedades profesionales 
otorga a los colegios profesionales, mediante el régimen discipli-
nario y la del registro de las sociedades, ya que son los colegios 
profesionales los que tienen que certificar el que los socios reúnen 
los requisitos legales para pertenecer a este tipo de sociedad, no 
solo en cuanto a que estén inscritos en el respectivo colegio pro-
fesional, sino en cuanto a la participación que los distintos socios 
tenga en la sociedad, además se debe crear un registro de este 
tipo de sociedades para poder tener un control sobre la existencia 
de las mismas.

Esto nos lleva a concretar cual es la situación de la sociedad pro-
fesional en el colegio respectivo, en el sentido de si esta sociedad 
adquiere una condición de colegiado como tal o no. En este sentido 
ha quedado claro, después de las dudas surgidas, que la sociedad 
como tal solo estará inscrita en el respectivo colegio a los efectos 
de saber en calidad de que participa de su actividad profesional el 
colegiado correspondiente, es decir se trata de un registro que es-
tablece que el colegiado en cuestión realiza su ejercicio profesional 
bajo una denominación mercantil determinada y sujeta a las nor-
mas y características de la Ley de sociedades profesionales, sujeto, 
(el profesional) y la sociedad al régimen disciplinario del colegio 
profesional, sin que su inclusión como tal suponga una variación en 
el estatuto del colegio.

En la exposición de motivos de la Ley se hace referencia a los co-
legios profesionales, lo que indica la especial importancia que se 
concede a los mismos. Afirmándose que los colegios profesionales 
serán los garantes del sistema registral, realizándose además refe-
rencias a la importancia de los principios deontológicos. 

Teniendo por objeto esta Ley, posibilitar una nueva clase de profe-
sional colegiado que es la propia sociedad profesional, mediante su 
constitución con arreglo a esta Ley e inscripción en el registro de 
Sociedades profesionales del colegio Profesional correspondiente.

Tendiendo a asegurar las peculiaridades que se imponen, de una 
parte que el control de la sociedad corresponde a los socios pro-
fesionales, exigiéndose por tanto mayorías cualificadas  en los ele-
mentos patrimoniales y personales de la sociedad, incluidos sus 
órganos de administración, de modo que las singularidades que 
de antiguo han caracterizado el ejercicio profesional , no se vean 
desvirtuados por el hecho de realizarse a través de una figura so-
cietaria. Además de la instauración de un sistema registral que se 
confía a los colegios profesionales a fin de posibilitar el ejercicio de 

las facultades que el ordenamiento jurídico les confiere en relación 
con los profesionales.

Por lo que se refiere al texto normativo propiamente dicho, en el 
articulo primero, en el que se define el concepto de sociedad profe-
sional, se contiene ya una primera referencia a los colegios profe-
sionales y a su importancia.

En tal sentido se define el concepto de actividad profesional, que se 
relaciona con una titulación universitaria y con la colegiación. Refor-
zándose el papel de los colegios profesionales, al relacionarse es-
trechamente actividad profesional, titulación universitaria y colegio 
profesional. Indicando además que las sociedades que tengan por 
objeto social el ejercicio en común de una actividad profesional, de-
berán constituirse como sociedades profesionales de la presente Ley.

Definiéndose el ejercicio común de una actividad profesional que 
tendrá lugar cuando los actos propios  de la misma sean ejecu-
tados directamente bajo la razón o denominación social y le sean 
atribuidos a la sociedad los derechos y obligaciones inherentes al 
ejercicio de la actividad profesional como titular de la relación jurí-
dica establecida con el cliente.

PROFESIONALES EXCEPTUADOS DE LOS REQUISTOS LEGALES
La disposición adicional tercera de la Ley, establece lo siguiente: “ 
esta ley será de aplicación a todos los profesionales colegiados en el 
momento de su entrada en vigor que ejerzan profesiones en el que la 
colegiación sea obligatoria y exija el requisito de titulación universita-
ria, aunque dichos profesionales no reúnan la titulación descrita por 
no haberles sido requerida en el momento de su colegiación.”

Como puede verse por tanto la mayoría de las profesiones habitua-
les en los diversos sectores de la actividad profesional, como las de 
Ingeniero, Graduados Sociales, abogados, médicos, economistas, 
cumplen los requisitos del articulo 1.

SOCIEDADES MULTIDISCIPLINARIAS
En el artículo 3 de la LSP, se refiere a las sociedades multidisciplina-
res, es decir sociedades a través de las cuales se ejercen diversas 
actividades profesionales. Indicándose que dichas actividades no 
deben ser incompatibles entre si según la normativa vigente.

Hay pues que relacionar este articulo con la disposición adicional 
segunda y la disposición transitoria cuarta, estableciéndose lo SI-
GUIENTE:

“ Articulo 3 “ Las sociedades profesionales podrán ejercer varias 
actividades profesionales, siempre que su desempeño no se haya 
declarado incompatible por norma de rango legal o reglamentario.”

Respecto al régimen transitorio de incompatibilidades profesiona-
les, según disposición Transitoria Cuarta: “ Mientras no entre en 

Sociedades Profesionales 
y Colegios Profesionales.
Situación y Registro
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vigor el Real Decreto a que se refiere el apartado 2 de la disposición 
final de esta Ley (“ se autoriza en particular al consejo de Ministros 
para que oídas las respectivas organizaciones colegiales, regule 
mediante Real decreto el ejercicio profesional en el seno de las 
sociedades que tengan por objeto el ejercicio de varias actividades 
profesionales b el régimen de incompatibilidades que sea aplicable 
a las sociedades profesionales y a los profesionales que en ellas 
desarrollen su actividad”). Permanecerán vigentes las normas so-
bre incompatibilidades para el ejercicio de actividades profesiona-
les actualmente aplicables.

REGISTRO DE SOCIEDADES PROFESIONALES EN CASO DE SO-
CIEDADES MULTIDISCPLINARES
En el supuesto regulado en el articulo tres , la sociedad profesional 
se inscribirá en los registros de sociedades profesionales de los 
colegios de cada una de las profesiones que constituyan su objeto, 
quedando sometida a las competencias de aquel que corresponda 
según la actividad que desempeñe en cada caso.

DESARROLLO DE LA ACTIVIDAD PROFESIONAL Y RESPONSA-
BILIDAD DISCIPLINARIA
En el artículo 9 se reconoce el papel fundamental de los Colegios 
Profesionales como garantes de los principios deontológicos y su 
competencia disciplinaria, al regular el régimen deontológico y dis-
ciplinario que puede dar lugar a la expulsión de los socios.

En este sentido en el art. 9.1 se establece que la sociedad profesio-
nal y los profesionales que actúan en su seno ejercerán la actividad 
profesional que constituya el objeto social de conformidad con el 
régimen deontológico y disciplinario propio de la correspondiente 
actividad profesional. Las causas de incompatibilidad o de inhabili-

tación para el ejercicio de la profesión que afecten a los socios  se 
harán extensivas a la sociedad y a los restantes socios  profesio-
nales, salvo exclusión del socio inhabilitado o incompatible en los 
términos que se establecen en la presente Ley.

Articulo 9.2 “ En ningún caso será obstáculo el ejercicio de la acti-
vidad profesional a través de la sociedad para la efectiva aplicación  
a los profesionales, socios o no, del régimen disciplinario que co-
rresponda según su regulación profesional.

Sin perjuicio de la responsabilidad personal del profesional actuan-
te, la sociedad profesional también podrá ser sancionada en los 
términos establecidos en el régimen disciplinario.

3.- “ En aquellas actividades profesionales, que los Estatutos co-
legiales sometan a visado, este se expedirá a favor de la sociedad 
profesional o del profesional o profesionales colegiados que se res-
ponsabilicen del trabajo.”

4.-“ la sociedad profesional y su contratante podrá acordar que, 
antes del inicio de la prestación profesional, la sociedad profesional 
ponga a disposición del contratante, al menos los siguientes datos 
identificativos del profesional o profesionales que vayan a prestar 
dichos servicios: nombre y apellidos, titulo profesional, colegio pro-
fesional al que pertenece y expresión de si es o no socio de la 
sociedad profesional.”

En todo caso tendremos que esperar a la publicación del regla-
mento para que tengamos una idea más exacta de la regulación 
final que va a tener, tanto el régimen Disciplinario como el de la 
asociación de distintos profesionales que en la actualidad tienen 
incompatibilidad para su ejercicio por su estatuto profesional./RL
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COMPLEMENTOS 
POR IT (DURACIÓN)

La sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supre-
mo, de fecha 10 de noviembre de 2010, dictada en Re-
curso de Casación nº 3.693/2009, examina el derecho 
de aplicación en una reclamación de cantidad soportada 
por el impago del complemento por IT fijado en el conve-
nio de referencia, correspondiente al periodo de tiempo 
comprendido entre la fecha de agotación de la duración 
máxima de tal contingencia (12 meses) y la fecha de efec-
tos del reconocimiento de una incapacidad permanente, 
durante el cual no existe obligación de cotizar por parte 
de la empresa, y, en cuanto al devengo del interés por 
mora ante el impago de tal complemento. Aborda tam-
bién, de forma tangencial, los efectos del reconocimiento 
de una incapacidad; de efectos del reconocimiento de una 
incapacidad permanente, de efectos retroactivos –como 
suelen ser todas ellas- en relación al citado complemento 
abonado por la empresa.

Contiene también, una referencia a las opciones por la 
readmisión por parte de la empresa frente a los despidos 
declarados improcedentes, que no se materializan por 
encontrarse el trabajador en situación de IT prorrogada, 
aunque este extremo queda al margen de este comenta-
rio, para facilitar la comprensión de las cuestiones funda-
mentales que justifican el mismo y que se concretan en 
su titulo.

El Juzgado de lo Social primero y el Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía (Sevilla) después, desestimaron la 
demanda al considerar que la prórroga de la IT hasta al-
canzar los 18 meses no es propiamente una situación de 
IT ya que no existe obligación por parte de la empresa de 
cotizar. 

Sin embargo, con anterioridad la Sentencia STS 7/11/05 
consideró que la obligación empresarial de completar 
la prestación de IT, -si el convenio así lo establece- se 

extiende a todo el periodo de tiempo en que persistan 
los efectos de la IT, teniendo en cuenta que si se declara 
la incapacidad permanente se retrotraen los efectos a la 
fecha de la propuesta médica, compensándose lo perci-
bido por IT, es decir, se computa a favor del trabajador la 
pensión derivada de IP y se deduce lo percibido por IT, y 
así, si la pensión alcanza el 100% del salario al recono-
cerse en el grado de absoluta, no solo la prestación de 
IT tiene que compensarse, sino también el complemento 
que debe devolverse a la empresa (STS 19/06/00 recur-
so 3130/99). En este caso, la previsión del convenio de 
aplicación (Sector de la Construcción de Huelva) señalaba 
que: “Las empresas abonarán a los trabajadores que se 
encuentran en esta situación, la cantidad necesaria hasta 
complementar el 100% del salario base más…”; refirién-
dose a las situaciones derivadas de accidente de trabajo. 
Como puede verse la referencia no era la IT del trabajador, 
sino “la situación de accidente de trabajo”, de forma que 
el complemento debía alcanzar no al periodo de IT, sino 
al de persistencia de la situación de accidente de trabajo, 
que en este caso superó el plazo máximo de IT hasta que 
se declaró la Incapacidad Permanente.

Es esta sentencia un claro exponente de la necesidad de 
cuidar la redacción de los convenios y pactos colectivos, 
ya que su contenido debe interpretarse en primer lugar en 
su literalidad, y ésta debe corresponderse con la intención 
de las partes, evitando resultados que pudieran no ajus-
tarse a la misma.

En este caso, queda patente que una cosa es la duración 
de la baja de IT derivada de accidente de trabajo, de una 
duración máxima de 12 meses, y otra, la duración de la 
“situación” de accidente, que alcanzará hasta el alta para 
el trabajo o declaración de Incapacidad Permanente, ha-
biéndose superado el citado plazo máximo./RL

andrés González Fernández
Socio Director de AG & AG Auditores y Consultores Laborales S.L.P.

Director de la Escuela Superior de Estudios Laborales.
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Verdaderamente nos ha tocado vivir una época histórica de 
profunda transición, tan difícil como apasionante. Tiempos de 
cambios radicales en la escena de la política y  las relaciones 
económicas. Tiempo de transformaciones veloces en nuestros 
hábitos de vida, valores y comportamientos. Tiempo en el que 
los avances tecnológicos (redes de comunicación, ingeniería 
genética, medicina, etc.) nos han obligado a realizar un esfuerzo 
de adaptación tan necesario como imprescindible. Y como no 
podría ser de otra manera los tiempos de cambios también 
han llegado al marco jurídico regulador entre las empresas, 
sus directivos, empleados y terceros (clientes y proveedores). 
Un aspecto de atención fundamental para que las empresas no 
se encuentren con el paso cambiado ante nuevas normas que 
pueden suponer cambios importantes dentro de su organización. 

Así pues quisiera exponer las consecuencias de la reforma operada 
por la Ley Orgánica 5/2010 de 22 de junio del Código Penal, que 
entró en vigor el pasado mes de diciembre,  y a partir de la cual se 
establece que las empresas pueden tener responsabilidad penal 
por las conductas de sus directivos y empleados, y no sólo por las 
de sus administradores. Es más, pueden tener responsabilidad 
penal al margen de las personas físicas que las integran.

Hasta ahora para poder imputar un delito a una empresa, era 
condición sine qua non hacerlo a través de una persona física.  
De ahí que en muchas ocasiones resultara realmente complicado 
lograr la condena final de la empresa. Esta última reforma del 
Código Penal, supone un cambio radical en este sentido. Ahora las 
sociedades pueden delinquir de forma autónoma a las personas 
físicas que la integran. La  responsabilidad penal de la empresa 
será exigible aún cuando no se pueda concretar la persona física 
individual que ha cometido los hechos con relevancia penal, no se 
la pueda encontrar e incluso haya fallecido.

Se trata de un hecho con destacadas repercusiones prácticas 
para los empresarios y de ahí la importancia de que conozcan 
cuándo y cómo sus empresas podrán responder por los delitos 
cometidos en su nombre o por cuenta de las mismas, y las 
consecuencias que ello les puede reportar. En primer lugar, será 
necesario tener muy presente qué delitos pueden cometer las 
empresas. La nueva ley lo ha delimitado en  estafas; insolvencias 
punibles (de aplicación en procedimientos concursales); delitos 
de descubrimiento y revelación de secretos; daños informáticos; 
delitos contra la propiedad intelectual, industrial y contra el 
mercado y los consumidores; blanqueo de capitales; delitos 
contra la Hacienda pública y la Seguridad Social; delitos contra 
los derechos de los trabajadores extranjeros; delitos relativos 
a urbanismo, ordenación de territorio y el medio ambiente; 
falsificación de tarjetas de crédito, débito o cheques de viaje; 
tráfico de influencias; corrupción de funcionarios extranjeros; 
criminalidad organizada; financiación del terrorismo; tráfico 
ilegal de órganos; delitos relativos a la prostitución; tráfico de 

La nueva responsabilidad 
penal de las empresas emma Ramón Bautista

Abogada Penalista

drogas y delitos relativos a la energía nuclear y radiaciones 
ionizantes.

En segundo lugar, los casos en que se podrá considerar que 
una empresa ha delinquido. Para ello será necesario que el 
delito se haya cometido en nombre o por cuenta de la empresa, 
en el ejercicio de sus actividades sociales, en su provecho y por 
personal sometido a la autoridad de los administradores de hecho 
o de derecho, o por los representantes legales de la empresa, 
siempre y cuando no se haya ejercido sobre ellos el debido 
control. 

En tercer lugar, las penas que se podrán imponer a las 
sociedades irán desde multas, disolución, suspensión de 
actividad, clausura de locales, inhabilitación para conseguir 
subvenciones y ayudas públicas y para obtener beneficios o 
incentivos fiscales o de la Seguridad Social, y la intervención 
judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o 
de los acreedores. En el caso de pena de intervención, es de 
destacar que será el juez el que determinará el contenido de la 
intervención y quién se hará cargo de la misma y que, incluso 
antes de dictarse sentencia -como medida cautelar-, se podrá 
acordar la intervención por el juzgado que investigue los hechos.

Y con todos los cambios expuestos, ¿qué es lo que pueden 
hacer los empresarios para evitar que a sus empresas se les 
exija responsabilidad penal por hechos que puedan cometer 
personas integradas en su organización? La respuesta 
pasa por establecer los debidos controles en sus estructuras y 
prevenir así que sus miembros puedan cometer delitos. Desde 
el ámbito jurídico ya se está recomendando a las empresas la 
creación y aplicación de un  manual o código de prevención 
penal. Éste tendría por objeto abordar un adecuado control de los 
deberes de dirección y supervisión de sus empresas, mediante 
la implementación de modelos de organización, administración 
y supervisión con un claro carácter preventivo penal. Lo mismo 
que en su momento se hizo con los Manuales de Prevención de 
Riesgos Laborales, hoy en día implantados en todas las empresas.

Estar preparados para afrontar los cambios, requiere de un esfuerzo 
de adaptación en todos los ámbitos; e incluso anticiparse en 
ocasiones a las necesidades de la propia organización. Un trabajo 
previo que nos sitúa en la mejor posición de encajar situaciones 
de futuro y garantizar una relación adecuada entre empresarios, 
empleados y terceros. Establecer marcos regulatorios que definan 
dichas relaciones es una buena manera de prevenir o al menos 
atenuar las consecuencias para la propia empresa. Al final el nuevo 
orden social y económico se impone y tiene sus consecuencias 
jurídicas, la necesidad del autocontrol de las propias mercantiles 
se ha convertido en una exigencia legal que responde a los nuevos 
tiempos. (Los interesados pueden consultar la ley en http://noticias.
juridicas.com/ (apartado legislación))./RL
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Es conveniente comentar hoy una sentencia de la Audiencia 
Nacional y dos resoluciones del TEAC, basadas en criterios ju-
risprudenciales anteriores. Las cuestiones que se tratan de re-
solver por ellas son: 1º) Mantenimiento de la suspensión en vía 
jurisdiccional de las liquidaciones administrativas. 2º) Inicio del 
devengo de intereses moratorios en los casos de suspensión de 
la ejecución de sanciones recurridas en vía contencioso-admi-
nistrativa. 3º) Consecuencias de no haber atendido un requeri-
miento para subsanar falta de acreditación de representación en 
procedimiento iniciado a instancia de parte interesada. 

1.- sentencia de la audiencia nacional de 23 de marzo 
de 2011.

Al pronunciarse sobre materias de los artículos 212 y 233 de la 
LGT 58/2003, sostiene que debe mantenerse la suspensión ya 
producida previamente en vía administrativa en los supuestos 
en que concurran los requisitos fácticos siguientes: 1º.- Comu-
nicación a la Administración Tributaria en el plazo de interposi-
ción del recurso contencioso del hecho de que se ha interpuesto 
dicho recurso. 2º.- Existencia de garantía que conserve su vi-
gencia y su eficacia. En tales casos se producirá la suspensión 
de la liquidación correspondiente hasta que el órgano judicial se 
pronuncie sobre la citada suspensión.

Obsérvese que la cuestión se plantea en términos distintos de 
los que afectan al supuesto de sanciones, porque en éstas no 
es necesaria la aportación previa de garantía, sino que basta con 
recurrir en vía administrativa y posteriormente solicitar la sub-
sistencia de la suspensión en vía contenciosa, comunicándolo 
igualmente a la Administración.

2.- En la resolución de 22 de marzo de 2011, el TeaC se 
pronuncia, en Sala de reclamaciones, sobre cuál debe ser el 
día de inicio del devengo de intereses de demora si se hubiera 
obtenido suspensión de la ejecución de las sanciones recurridas 
en vía contenciosa. La conclusión es que dicho día no comien-
za hasta el momento en que el órgano jurisdiccional dicta el 
auto que conceda la suspensión. Se ha producido un cambio 
en el criterio del TEAC, que vuelve a su postura inicial tras las 
Sentencias del Tribunal Supremo de 7 de marzo de 2005 (nº 
de recurso 715/1999) y de 26 de noviembre de 2009 (nº de 
recurso 1416/2004).

Obsérvese que hasta que no ha habido jurisprudencia en sen-
tido propio (al menos dos sentencias del TS coincidentes en 
hechos y fundamentos) el TEAC no ha cambiado su posición. 
Postura que normalmente también mantiene la Administración, 
por lo que resulta necesario alegar al menos dos sentencias del 
TS que sean coincidentes en los recursos administrativos.

3.- En la resolución de 8 de marzo de 2011, el TeaC se pro-
nuncia, en Sala de reclamaciones, sobre el contenido de los arts. 
46, 47, y 104.3 LGT 58/2003 y sobre disposiciones correlativas 
de la LRJPAC, 30/1992, de 26 de noviembre.

Las conclusiones a las que llega son las siguientes: 1ª.- No 
atender a un requerimiento para subsanar la falta de acredita-
ción de la representación con la que se actúa en procedimiento 
iniciado a instancia de parte no comporta desistimiento presunto 
ni caducidad. 2ª.- La consecuencia es que la solicitud con la que 
se inicia el procedimiento se tiene por no presentada./RL

Comentarios de actualidad 
sobre impuestos
septiembre de 2011

Por antonio Morillo Méndez
Abogado Tributarista

Ex-Inspector de Hacienda del Estado.
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31/11 29/Julio GRADUADO SOCIAL ASESORÍA LABORAL, FISCAL Y CONTABLE 18
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29/11 7/Julio GESTIÓN LABORAL ASESORÍA DE EMPRESAS 22
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eL GOBieRnO aPRueBa un nueVO COn-
TRaTO PaRa La FORMaCiÓn

Entre las medidas contenidas en el Real 
Decreto-Ley 10/2011, de medidas urgen-
tes para la promoción del empleo de los 
jóvenes, el fomento de la estabilidad en 
el empleo y el mantenimiento del progra-
ma de recualificación profesional de las 
personas que agoten su protección por 
desempleo, destaca la aprobación de un 
nuevo contrato, llamado para la formación 
y el aprendizaje, cuyo objeto es la cualifica-
ción profesional de los trabajadores en un 
régimen de alternancia de actividad laboral 
retribuida en una empresa, con actividad 
formativa recibida en el marco del sistema 
de formación profesional para el empleo o 
del sistema educativo.

Supone la derogación del actual contrato 
para la formación, y podrá formalizarse con 
mayores de 16 y menores de 25 años sin 
cualificación profesional; es decir, que no 
tengan el título de ESO o que, aún tenién-
dolo, carezcan de título universitario, de 
formación profesional o un certificado de 
profesionalidad. De forma transitoria, hasta 
el 31 de diciembre de 2013, se podrá rea-
lizar también con mayores de 25 y menores 
de 30 años.

La jornada laboral será del 75% de la jornada 
laboral habitual en la empresa y el resto del 
tiempo se dedicará a actividades formativas 
en un centro formativo. Su duración mínima 
será de un año y la máxima de dos y podrá 
prorrogarse por doce meses más, en función 
del proceso formativo, teniendo derecho a 
toda la acción protectora de la Seguridad 
Social, incluida la protección por desempleo, 
y del FOGASA.

La empresa tendrá una reducción del 100% 
de las cotizaciones a la Seguridad Social du-
rante toda la vigencia del contrato si la plan-
tilla es inferior a 250 personas y del 75% si 
supera este número

Para favorecer su conversión en contratos 
indefinidos, las empresas tendrán dere-
cho a una reducción de la cotización social 
de 1.500 euros anuales durante tres años 
(1.800 euros anuales en caso de contratar a 
mujeres), cuando a su finalización el contrato 
para la formación y el aprendizaje se trans-
forme en un contrato indefinido y suponga 
creación de empleo fijo en la empresa.

DiFiCuLTaDes PaRa Que eL PLan COn-
TRa eL eMPLeO suMeRGiDO sea eFeC-
TiVO

Aunque el Ministerio de Trabajo aún no dis-
pone de datos sobre el número de empresa-
rios que se han acogido al plan voluntario de 
regularización del empleo sumergido, desde 
el Gobierno no se espera un gran éxito, ya 
que los empresarios no tenían mayor incen-
tivo que el no pagar sanciones más elevadas 
si eran descubiertos a partir del 1 de agosto.

Por su parte, UGT ya ha asegurado que es 
muy difícil que la medida sea efectiva, ya que 
la Inspección de Trabajo no ha sido dotada 
con recursos suficientes para su control. La 
secretaria para la Igualdad de UGT, Almude-
na Fontecha, ha afirmado que “un plan de 
carácter excepcional debería haberse acom-
pañado de un aumento de recursos huma-
nos y económicos. España es el país de la UE 
con menos efectivos desde el punto de vista 
de la Inspección de Trabajo”, ha explicado, 
para añadir que se trata de un plan que va 
dirigido “única y exclusivamente a una parte 
de la economía irregular, la que tiene que ver 
con la falta de alta en la Seguridad Social”. 
Sin embargo, para el sindicato el trabajo no 
declarado significa una vulneración de los 
derechos de los trabajadores y, en muchos 
casos, una vulneración de sus derechos fun-
damentales como seres humanos.

COnCeDiDa POR PRiMeRa VeZ La Re-
DuCCiÓn De JORnaDa a una MaGis-
TRaDa

La Comisión Permanente del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial ha concedido  por vez 
primera una reducción de jornada a una ma-
gistrada. La concesión se produce al amparo 
del nuevo Reglamento de la Carrera Judicial, 
aprobado el pasado 28 de abril, y cuenta con 
el informe favorable del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid.

La magistrada ha solicitado una reducción de 
jornada del 33% de su jornada laboral, lo que 
conllevará una reducción de su salario en la 
misma proporción. Sin embargo, el CGPJ ha 
señalado que la reducción no podrá llevarse a 
cabo durante el servicio de guardia.

Según ha informado el CGPJ, es la primera 
vez que se plantea una solicitud para reducir 
jornada al amparo del nuevo Reglamento, y 
también la primera vez en que el órgano de 
gobierno de los jueces responde positivamen-
te a una petición de estas características.

El Ministerio de Justicia, por su parte inter-
puso recientemente ante el Tribunal Supre-
mo un recurso contencioso-administrativo 
contra esta medida de conciliación prevista 
como novedad en el Reglamento de la Ca-
rrera Judicial.

una ReFORMa De Las PensiOnes Que 
aGRaDa a LOs sinDiCaTOs

Con la aprobación de la reforma del sistema 
de pensiones culmina el proceso iniciado 
con la firma del Acuerdo de Pensiones el 
pasado 2 de febrero. CCOO ha mostrado su 
satisfacción por la forma en que los conte-
nidos del Acuerdo Social y Económico han 
sido trasladados al nuevo texto legal.

En la nueva norma se produce una pro-
funda reforma del sistema de acceso a la 
jubilación, sustituyendo el actual por uno 
nuevo, cuyas consecuencias pasan por si-
tuar la edad ordinaria de jubilación entre 65 
y 67 años, según la carrera de cotización de 
cada persona, si bien, una amplia mayoría 
de trabajadores seguirán jubilándose con 
65 años y el 100% de su pensión, aunque, 
eso sí, para ello tendrán que hacer una ma-
yor esfuerzo de cotización.

Además, se reconoce el derecho a la jubi-
lación anticipada voluntaria a los 63 años, 
inexistente hasta ahora en España, así 
como los períodos cotizados a jóvenes en 
formación y personas que han renunciado 
al trabajo para atender a sus hijos. Con ello, 
se facilita con medidas desconocidas hasta 
ahora en nuestro sistema de pensiones, el 
cumplimiento de los nuevos requisitos y se 
ayudará a mejorar las carreras de cotiza-
ción de jóvenes y mujeres.

Por otra parte, se mejoran las pensiones de 
cerca de 2 millones de personas que pa-
decen hoy un tratamiento discriminatorio 
en materia de protección social, gracias a 
la integración de los regímenes especiales 
agrario y de empleados de hogar en el régi-
men general de la Seguridad Social.

Con esta reforma, se refuerza la sostenibi-
lidad del sistema de pensiones para futuras 
generaciones y el principio de contributivi-
dad, al reconocer adecuadamente el mayor 
esfuerzo de cotización de la mayoría de 
los trabajadores y trabajadoras por cuenta 
ajena, al tiempo que exige mayor esfuerzo 
a las personas que hoy cotizan menos, al 
amparo de la regulación en vigor./RL
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